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Resumen 
 
En el ordenamiento jurídico colombiano se ha tenido un gran avance frente a los 
derechos de las personas más vulnerables. A pesar de la existencia de legislación 
para la protección de los derechos de estos grupos poblacionales  (mujeres, niños, 
desplazados y personas en situación de discapacidad), existe una tensión entre 
los pronunciamientos de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia- 
Sala de Casación Laboral, específicamente en lo que tiene que ver con la 
estabilidad laboral reforzada de las personas en condición de discapacidad, ya 
que cada ente, desde su perspectiva, hace una valoración diferente de las 
condiciones que conllevan a la titularidad de este derecho. Una de las mayores 
dificultades hace referencia a que cada una de las Colegiaturas es órgano de 
cierre en su respectiva jurisdicción, lo que hace más compleja la aplicación de la 
norma por parte de los jueces. En consecuencia, el presente artículo hace un 
análisis de esta situación, desde la metodología comparativa-descriptiva, con el 
cual se busca resolver el problema jurídico desde el análisis globalizado de la 
jurisprudencia de las altas cortes y, de esta menara, llegar a la conclusión de que 
es deber del Estado respaldar al ciudadano en las condiciones plasmadas por la 
ley, por tanto, urge la unificación de la jurisprudencia de las dos cortes y/o que sea 
el legislador quien se encargue de precisar esos elementos que deben estar 
presentes para la accesibilidad a los derechos reconocidos. 
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A b s t r a c t 
 
The Colombian legal system has made great strides towards the rights of the most 
vulnerable people. Despite  the existence of legislation for the protection of the 
rights of these population groups (women, children, displaced people and disabled 
people), there is a bit of tension between the pronouncements of the Constitutional 
Court and the Supreme Court of Justice - Labor Cassation Room, specifically on 
what has to do with the reinforced labor stability of people with disabilities, since 
each entity, from its perspective, makes a different assessment of the conditions 
that lead to the ownership of this right. One of the greatest difficulties refers to the 
fact that each fellowship is a closure organ in its respective jurisdiction, which 
makes the application of the rule by the Judges more complex. As a consequence, 
this article makes an analysis of this Situation, from the methodology comparative-
descriptive, which seeks to solve the legal problem from the globalized analysis of 
the jurisprudence of the high courts, in order to reach the conclusion that it is the 
duty of the State to support the citizen in the conditions expressed by the Law, 
therefore, it is necessary the unification of the jurisprudence of the two courts and / 
or that the legislator can be responsible for specifying those elements that must be 
present for the accessibility to the recognized rights. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Estudiar la estabilidad laboral reforzada de las personas en condición de 
discapacidad convoca a comprender cómo la Corte Constitucional hace una 
protección más amplia sobre el derecho a la estabilidad laboral reforzada de dicho 
grupo poblacional, considerando innecesaria una calificación en tal sentido, al 
mismo tiempo deja en cabeza del juez la potestad de su valoración; además 
acude al concepto de vulnerabilidad y determina que la enfermedad es una 
condición que la tipifica, por tanto, se hace exigible la autorización del Ministerio 
de Trabajo para despedir. De otro lado, la Corte Suprema de Justicia – Sala de 
Casación Laboral- limita dicha protección exigiendo una calificación mínima, 
argumentando que no toda enfermedad puede ser determinante de dicho 
beneficio, por lo que se ha de acudir a los medios científicos para determinar si 
hay lugar a la protección o no, y sugiere que se aplique únicamente a quienes 
padecen limitaciones superiores al 25% (severas y profundas). Pero con 
posterioridad se precisa que, conforme a la norma, son beneficiarios quienes 
tengan una perdida de la capacidad igual o superior al 15%, es decir, moderada. 
Su jurisprudencia es reiterativa, en el sentido que para demostrar la discapacidad 
debe existir una prueba calificada, además afirma categóricamente que el sólo 
hecho de la enfermedad, no es suficiente para ser merecedor de la protección 
traída por la Ley 361 de 1997, en su Artículo 26. La Metodología utilizada se 
centra en la investigación jurídica de manera descriptiva e interpretativa, se 
procederá al análisis de las diferentes disposiciones que regulan la estabilidad 
laboral de las personas en condiciones de discapacidad, específicamente la Ley 
361 de 1997, así como la línea jurisprudencial de las Colegiaturas confrontadas, 
entre los años 2013-2016, atendiendo la vigencia de la Ley 1618 de 2013, 
mediante la cual se crean nuevas condiciones para acceder a este derecho. Los 
Resultados muestran que efectivamente existe un fundamento en cada una de 
las Salas para respaldar su posición respecto a la procedencia de la estabilidad 
laboral reforzada a favor de las personas en situación de discapacidad. 
Conclusiones: No existe unificación de la jurisprudencia en cuanto a los 
requisitos para acceder a la estabilidad laboral reforzada de los trabajadores en 
condiciones de discapacidad. Recomendaciones: Que el Legislador expida un 
marco normativo de protección, que regule esta temática en su totalidad para, no 
dejar espacio a interpretaciones diferentes. Se requiere con urgencia la existencia 
de un solo órgano de cierre para evitar este tipo de confrontaciones, que se 
reflejan reiteradamente; que en cumplimiento de su función unificadora e 
integradora de la jurisprudencia, la Corten Constitucional y la Corte Suprema de 
Justicia en su Sala de Casación Laboral, adopten una posición que permita el 
acceso a los derechos reconocidos en la Ley 361 de 1997 y 1618 de 2013, en 
condiciones de igualdad.  
 
DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA Y METODOLOGÍA. 
 
Definición del problema: 
 
Las normas internacionales de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), 
en específico, los convenios  151 de 1978 y 159 de 1993, juegan un papel 
importante en el concepto de “Justicia Social”, como fundamento de la protección 
del derecho al trabajo en todos sus componentes, y tienen como fin crear 
mecanismos vinculantes para los Estados para que se desarrollen políticas que 
aseguren su protección y promoción, de ahí, que el legislador colombiano deba 
encargarse del desarrollo normativo de este precepto social. Sin embargo, las 
regulaciones internas no son lo suficientemente claras, lo que conlleva a que se 
presenten dificultades en el entendimiento y aplicación de las normas, poniendo 
en riesgo las garantías que emanan del Estado Social de Derecho. 
 
Ahora bien, en cuanto a la estabilidad laboral, debe precisarse que es obligación 
del estado y el legislador hacer cumplir los derechos mínimos de los trabajadores 
en virtud del Art.53 Superior, que contiene esta figura jurídica, conforme a la cual 
se le debe garantizar al trabajador la continuidad en el empleo; con base  este 
principio se han creado unas condiciones especiales para brindarle mayor 
protección a aquellas personas que por sus condiciones de salud se les dificulta 
conseguir una nueva ubicación laboral.  
 
En consecuencia, la discusión se centra en determinar cuál es el grado de 
protección que deben recibir las personas que están en condiciones de 
discapacidad pero que su calificación no supera el 50% o que sufren una patología 
que les imposibilita ubicarse laboralmente en condiciones de igualdad frente a 
otras personas completamente sanas. 
 
Por tal motivo, es necesario revisar la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la 
Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Laboral, a través del análisis de 
algunos casos donde se puedan establecer los criterios aplicados por estas Cortes 
para la protección y/o negación de dicho derecho. 
 
Problema de investigación: 
 
¿Cómo se afecta el derecho a la estabilidad laboral reforzada de las personas en 
condiciones de discapacidad, ante los pronunciamientos que han emitido la Corte 
Constitucional y la Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Laboral desde 
2013 a 2016? 
 
Enfoque metodológico: 
 
En este trabajo, se utilizara un enfoque de investigación cualitativo, debido a que 
al hacer el análisis de las posiciones que se han asumido por parte de la Corte 
Constitucional y la Corte Suprema de Justicia -Sala de Casación Laboral-, desde 
la investigación jurídica, es posible desarrollar una descripción subyacente a los 
efectos y situaciones judiciales que puedan conllevar a estimar la necesidad de 
operar e interpretar el derecho a la estabilidad laboral reforzada de las personas 
en condición de discapacidad en busca de la dignificación del hombre laboral. El 
trasfondo investigativo no está en la relación lógica de la norma y su 
interpretación, o en la hermenéutica de la jurisprudencia, a relación superior, la 
investigación conduce a buscar un equilibrio en la protección de los derechos de 
las personas en estado de vulnerabilidad. 
 
Tipos de investigación: 
 
El presente artículo se enmarca en dos tipos de investigación: Una de tipo 
comparativo, ya que como su nombre lo indica, se realizarán una serie de 
comparaciones entre el manejo que se le da a la estabilidad laboral reforzada de 
las personas en condición de discapacidad, atendiendo la accesibilidad a este 
derecho a partir de la Ley 1618 de 2013 y haciendo énfasis en la Ley 361 de 1997 
que lo reconoce,  frente a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y la 
Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral-; Otra de tipo interpretativo, 
debido a que se culminará con un estudio de la realidad del problema sin hacer un 
desmembramiento del tema, pero sí contextualizándolo, a través de una serie de 
interpretaciones y explicaciones de los datos obtenidos del análisis de la 
jurisprudencia y la legislación nacional.  
 
EVOLUCIÓN DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DEL 
TRABAJADOR EN CONDICIONES DE DISCAPACIDAD EN LA 
JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL Y LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA-SALA DE CASACIÓN LABORAL. 
 
La estabilidad laboral reforzada de las personas en condiciones de discapacidad 
tiene como núcleo esencial la “dignidad humana”,   ya que su protección surge 
como una necesidad de garantizar a la persona su esencia, la cual se vería 
conculcada en aquellos casos en que por su condición de discapacidad se le 
niegue la oportunidad de acceder o permanecer en el empleo. 
 
Aunque este artículo tiene una delimitación específica, se hace necesario citar 
algunas sentencias de las corporaciones confrontadas con anterioridad a los años 
2013-2016, atendiendo que en ellas se fijan parámetros muy importantes para 
abordar el estudio de esta temática.  
 
La Corte Constitucional en la sentencia C-531/00 [MP Dr. Álvaro Tafur Galvis], al 
estudiar la constitucionalidad de la Ley 361 de 1997, considera que se “impone la 
ineficacia del despido y el reintegro, cuando éste se produce sin autorización del 
Ministerio de Trabajo y el pago de la respectiva indemnización, aclara que no 
puede entenderse que el pago de una indemnización haga eficaz el despido" 
(2000).  También se ocupó del tema en la sentencia C-824/11[MP Luis Ernesto 
Vargas Silva], y con fundamento en el principio de igualdad, establece que las 
limitaciones “severas y profundas, referidas en el Art.1º de la Ley 361 de 1997, no 
pueden entenderse como expresiones excluyentes y que la clasificación de la 
severidad de una limitación tiene como fin la aplicación de medidas especiales, 
quedando incluidas como beneficiarias de la ley las personas que presenten una 
discapacidad leve y moderada, entendidas como aquellas que por su estado de 
salud física o mental se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta que les 
dificulta el desempeño de ciertas actividades, por lo que requiere una protección 
especial” (2011). 
 
La C-606/12 [MP Adriana María Guillén Arango], sirvió para clarificar que el carné 
sólo está encaminado a demostrar que el portador es titular de los derechos, es 
una prueba declarativa, pero no constitutiva (2012). La norma no lo establece 
como una tarifa legal.                                                                                                                                                                                                                                                                                  
 
En la sentencia T-1040/01 [MP Dr. Rodrigo Escobar Gil], esta corporación en 
procura de proteger a las personas en esta condición especial, ha hecho del 
concepto “debilidad manifiesta” (2001) una condición que se debe tener en cuenta 
también para quienes por sus condiciones de salud están impedidos para el 
desarrollo de sus labores, sin que se requiera calificación previa. 
 Surge del análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, obligación de 
reincorporación del trabajador despedido a causa de su discapacidad, precisando 
que esto no solamente implica la asignación de un trabajo con los mismos o 
mayores beneficios al cargo ejercido con anterioridad a la desvinculación, sino 
también la capacitación necesaria y el suministro de la información en caso de que 
la reincorporación no sea posible, así se expuso en la sentencia T-337/09 [MP Dr. 
Luis Ernesto Vargas Silva], (2009).  
 
En cuanto a la gravedad de las limitaciones, explica esa corporación que los 
beneficiarios de la estabilidad laboral reforzada, son las personas con 
discapacidades que se deben entender a la luz del artículo 26 de la Ley 361 de 
2007, como la disminución física, síquica o sensorial en un grado relevante y en 
general todas aquellas deficiencia corporales y psicológicas que generen una 
afectación grave a su salud, que les “impida o dificulte sustancialmente el 
desempeño de sus labores en condiciones regulares” en la sentencia T-417/10 
[MP Dra. María Victoria Calle Correa], (2010).  En cumplimiento de lo anterior se 
obliga el operador judicial a valorar bajo la egidas de la sana crítica y la autonomía 
judicial, a examinar las características de cada caso puesto en su conocimiento, a 
fin de determinar si la afectación de quien pretenda beneficiarse, es de tal 
complejidad que permita ubicarlo como beneficiario del derecho. 
 
Ha reiterado dicha corporación que las personas en situación de discapacidad o 
con limitaciones en su estado, se les debe proteger para que logren la realización 
de sus derechos fundamentales en iguales condiciones que el resto de la sociedad 
y su plena integración a la misma, sentencia T-233/10 [MP Dra. María Victoria 
Calle Correa], además en esta sentencia, se involucra al Estado para que genere 
acciones afirmativas a favor de este grupo, no generando situaciones de 
desigualdad y removiendo los obstáculos en lo económico y social, pero también 
en lo normativo. (2010). 
 
En el año 2010, existe una evidente variación en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, al precisar que los padecimientos de salud del trabajador se dieron 
en diferentes años, recaían en órganos distintos del cuerpo y pese a la existencia 
de pruebas, las mismas “no se refieren a una pérdida de capacidad laboral 
permanente o de cierta gravedad que permita concluir razonablemente que el 
accionante era una persona con discapacidad o en debilidad manifiesta, ni que 
sus problemas de salud fueran el agravamiento de un padecimiento crónico que lo 
ubicaran en la categoría de persona con discapacidad” (Sentencia T-417, 2010) 
[MP Dra. María Victoria Calle Correa].  
 
La debilidad manifiesta, también ha sido parte de los argumentos generadores del 
goce de este derecho, conforme a la corte constitucional, con lo cual se protege la 
estabilidad en el empleo para que el trabajador no esté expuesto en forma 
permanente a perder su trabajo poniendo en riesgo su propio sustento y el de su 
familia, ni siquiera la clase de contrato que rige la relación laboral -término fijo, 
duración de la obra, etc.-  es determinante a la hora de finalizar el vínculo laboral, 
ya que  el término del contrato debe ceder ante las condiciones especiales del 
trabajador, constituyéndose en ineficaz el despido, cuando no se cuente con el 
permiso del Ministerio del Trabajo, pero sin que esto indique la inamovilidad en el 
cargo,(Sentencia T-225, 2012)[MP Humberto Antonio Sierra Porto]. 
 
Por su parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, es 
mucho más estricta en la implementación y aplicación de los beneficios para las 
personas con limitaciones físicas y sensoriales. 
 
Este organismo jurisdiccional considera que la incapacidad que sobrepasa a los 
180 días, es una justa causa para desvincular al empleado, y que la sola 
afirmación del demandante sobre la existencia de la enfermedad que causa su 
invalidez, no es prueba suficiente para demostrar su incapacidad física, y es 
debido a esto que el Juez no puede en ninguna instancia dar por cierta una 
discapacidad física, sin la intervención de un perito. (2006) , radicado 25130/06. 
En la sentencia 32532/08, además de reiterar el carácter de fundamental de este 
derecho por pertenecer a la seguridad social, enfatiza que la protección contenida 
en el Art.26 de la Ley 361 de 1997, recae sobre aquellas personas con 
limitaciones “severas y profundas” (2008), pero en la misma providencia concluye 
que el beneficio también incluye a las limitaciones superiores a la moderada, es 
decir, del 15%. Establece que la severidad en las limitaciones debe tomarse de 
acuerdo en los parámetros establecidos en el Art.7º del Decreto 2463 de 2001, 
siendo la moderada la que oscila entre el 15% y el 25%, severa la mayor al 25%, 
pero inferior al 50%, la profunda la que supera el 50% (2008). 
 
La Corte, establece la necesidad de conocer dentro de la vigencia del contrato la 
condición de discapacidad del trabajador y que las incapacidades por si solas no 
acreditan tal discapacidad, sentencia 35606/09. En este pronunciamiento, 
igualmente, se resaltan unos parámetros para acceder al derecho consagrado por 
la norma: Las limitaciones moderadas, que corresponde a una pérdida de la 
capacidad laboral entre el 15% y el 25%, severa entre el 25% inferior al 50%, 
profunda cuando supera el 50%; que el empleador conozca el estado de salud, 
que termine la relación laboral “por razón de la limitación física” y sin previa 
autorización del Ministerio de Protección Social (2009). 
 
La Corte sigue reiterando el criterio anterior y en la sentencia 38992/10, 
argumenta además que: “la sola circunstancia de que el trabajador sufra alguna 
enfermedad que lo haya incapacitado temporalmente para laborar, no lo hace 
merecedor a esa especial garantía de estabilidad laboral” (2010). Insiste en que 
sólo son beneficiarios quienes presenten limitaciones superiores al 25%, o sea 
severas y profundas, pero en la misma providencia concluye aceptando que el 
límite es la superior a la moderada. En el caso estudiado se pretendía el derecho a 
la estabilidad laboral reforzada a favor de una persona que fue despedido por 
llevar más de 180 días de incapacidad y es por esta razón que se considera 
procedente el despido. 
 
En su decisión  39207/12, excepcionalmente se ordena el reintegro del 
demandante, en esta se establece que el carné solo es un medio más de prueba 
del estado y grado de la discapacidad, pero no es un medio constitutivo de dicho 
estado porque la discapacidad es una condición que se acredita, si es posible, con 
dictamen pericial; resalta la obligación de ejecutar el contrato de buena fe, para 
concluir, que al estar enterado el empleador de la solicitud de calificación de los 
problemas de salud del trabajador, antes de terminar el contrato debió averiguar 
sobre el resultado del examen. Declara la ineficacia del despido por no contar con 
la autorización del Ministerio de trabajo y el pago de los salarios, prestaciones y 
demás derechos laborales del trabajador en el periodo cesante (2012). 
 
Ahora bien, analizando los precedentes transcritos, encontramos que la Corte 
Constitucional, ha evolucionado en el desarrollo de esta temática de la siguiente 
forma: 
 
- Beneficiarios de la estabilidad: Son beneficiarios al derecho de la 
estabilidad laboral reforzada contenida en la Ley 361 de 1997, toda persona 
que sufra una disminución física, psíquica o sensorial y en general todas 
aquellas con deficiencias corporales y psicológicas que generan una 
afectación grave a la salud, incluye como beneficiarios no sólo quienes 
tienen una discapacidad severa o profunda, sino también a quienes la 
padecen leve y moderada. 
 
- Reinstalación del trabajador: Reincorporación del trabajador despedido a 
causa de su discapacidad, con los mismos o mayores beneficios del cargo 
ejercido con anterioridad a la desvinculación, capacitación necesaria y el 
suministro de la información en caso de que la reincorporación no sea 
posible, además el pago de la indemnización cuando no se cumpla con 
autorización para despedir. 
 
- Derecho fundamental: La estabilidad laboral de las personas en 
condiciones de discapacidad se liga al concepto debilidad manifiesta, que 
aun cuando no se define, impide que el trabajador en condiciones de 
discapacidad sea expuesto a la pérdida del empleo y de paso al sustento 
de su familia. 
 
- Prueba de la discapacidad: Para demostrar la discapacidad no se 
requiere prueba pericial, es potestad del Juez determinarlo en la historia y 
demás documentos dejados a su disposición: 
 
En cuanto a la Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral-, 
encontramos la siguiente evolución: 
 
- Beneficiarios de la estabilidad: Califica como beneficiarios de la 
estabilidad laboral reforzada de que trata la Ley 361 de 1997, sólo aquellas 
personas con limitaciones moderadas, severas y profundas, es decir, 
personas con una calificación superior al 15%. 
 
- Reinstalación del trabajador: El empleador debe conocer la incapacidad 
del trabajador, por tanto, si despide sin autorización del Ministerio de 
Trabajo, se declara la ineficacia del despido y el pago de los salarios, 
prestaciones y demás derechos adquiridos por el trabajador, durante estuvo 
cesante. 
 
- Prueba de la discapacidad: Se exige como medio probatorio la calificación 
en el carné y/o dictamen pericial, pero termina aceptando que el empleador 
puede conocer sobre la discapacidad, cuando el trabajador presenta 
limitaciones continuas en su salud, es decir, se acepta la existencia de otros 
medios de prueba. 
 
- Derecho fundamental: Categoriza la estabilidad laboral reforzada de las 
personas en condiciones de discapacidad, como un derecho fundamental 
por pertenecer a la seguridad social. 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, constituye una amplia doctrina 
respecto a la protección de las personas en condiciones de discapacidad, y a 
través de ella se ha dado alcance a la aplicación eficiente de la Ley 361 de 1997,  
formando un marco significativo de protección, supliendo de alguna manera los 
vacíos normativos existentes sobre el tema, estas decisiones tienen su génesis en 
los presupuestos de la igualdad real y efectiva, materializados por esta 
corporación como órgano encargado de la protección de los derechos 
fundamentales.  
 
La Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral-, presenta decisiones 
mucho más restrictivas, al punto que considera como beneficiarios sólo a quienes 
presentan una limitación superior al 15%, es decir, de la moderada a la profunda, 
excluyendo de los beneficios de la norma a quienes presenten una discapacidad 
menor, además, reiteradamente ha dejado sentada la necesidad de demostrar con 
prueba calificada la discapacidad, más sin embargo vale precisar que en la 
sentencia 39207/12, admite el conocimiento de este hecho por las continuas 
deficiencias que en su salud presente el trabajador. Igualmente es de resaltar que 
en voces de este organismo, es justa causa para terminar la relación laboral la 
incapacidad por más de 180 días, sin que prime en este caso la condición de 
discapacidad.  
 
PRESUPUESTOS DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DEL 
TRABAJADOR EN CONDICIONES DE DISCAPACIDAD EN LA 
NORMATIVIDAD COLOMBIANA. 
 
Los seres humanos contamos con un portafolio de derechos que nos permiten 
alcanzar nuestra realización como persona, estos derechos básicos  han 
evolucionado en el mundo moderno, siendo el derecho fundamental al trabajo uno 
de ellos, el cual cuenta con un amplio respaldo normativo, creándose alrededor del 
mismo una serie de garantías y principios que lo hacen un derecho sólido. 
 
Para su efectiva realización, surgen en el ordenamiento jurídico otros derechos 
que se originan del mismo, como lo es, la estabilidad laboral reforzada de las 
personas en condición de discapacidad, por ello, se debe estudiar el marco 
normativo que la desarrolla, atendiendo que estas disposiciones son la base 
fundante de los derechos que a partir de su declaratoria se generen; pues  no ha 
sido fácil en el entorno social, el goce efectivo de estos beneficios, dada la 
disparidad de criterios adoptados por los organismos encargados de fijar los 
alcances de las normas que lo contienen. 
 
Ahora bien, la creación de la Organización Internacional del Trabajo, tuvo como 
objetivo fortalecer la Justicia Social  (OIT, 1919) para  alcanzar una paz universal y 
permanente; como máximo organismo del trabajo a nivel internacional, ha 
establecido una serie de convenios y recomendaciones que contienen mandatos 
específicos a favor de aquellas personas que presentan deficiencias físicas o 
mentales , que cuentan con un reconocimiento y  que les impide su integración al 
mundo laboral en condiciones normales, es lo que se ha venido  conociendo en 
Colombia como la estabilidad laboral reforzada de las personas en condición de  
discapacidad, hoy estabilidad ocupacional reforzada, como se consagró en la C-
049 de este año (2017) , y que no puede ser una limitante para la  realización 
laboral, por lo cual se obligan los estados a adoptar medidas preventivas a favor 
de este grupo poblacional. 
 
Dichas regulaciones de manera concreta las encontramos en los convenios 151 
de 1978 y 159 de 1983, así como en otros instrumentos internacionales a los 
cuales Colombia se ha obligado e integran el Bloque de Constitucionalidad en 
sentido estricto, ya que no sólo reconocen un derecho humano sino que este es 
de aquella categoría de derechos que no pueden suspenderse en estado de 
excepción, tal como lo prevé la Corte Constitucional, (Sentencia C-255, 1995)  [MP 
Alejandro Martínez Caballero], a partes de la cual se citan: 
 
(…). Esta Corte ha precisado que para que opere la prevalencia tales 
tratados en el orden interno, es necesario que se den los dos 
supuestos a la vez, de una parte, el reconocimiento de un derecho 
humano, y de la otra que sea de aquellos cuya limitación se prohíba 
durante los estados de excepción.(…). Como vemos, el bloque de 
constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios 
que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de 
constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente 
integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la 
propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de valor 
constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel 
constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos 
de reforma diversos al de las normas del articulado 
constitucional stricto sensu (1995). 
 
 
En el Convenio 159 de 1983, se define el estado de invalidez y a su vez crea una 
estabilidad laboral a favor del discapacitado, hoy personas en condición de 
discapacidad, dicha disposición, en su numeral 2º, establece que “a los efectos del 
presente Convenio, todo Miembro deberá considerar que la finalidad de la 
readaptación profesional es la de permitir que la persona inválida obtenga y 
conserve un empleo adecuado y progrese en el mismo, y que se promueva así la 
integración o la reintegración de esta persona en la sociedad” (OIT, Convenio 159 , 
1983). 
. 
También sirve de guía para el entendimiento del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada, el Convenio 151 de 1978, que obliga a los estados a proteger la salud 
de los trabajadores mediante la implementación de las medidas legislativas, por 
Convenios Colectivos o acuerdos, lo cual tiene una finalidad preventiva.   
 
Dentro de la Constitución Nacional, viene al caso citar los Art. 13, 47, 53 y 54; 
disposiciones que desde el marco de la igualdad; políticas públicas para la 
previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, 
sensoriales y psíquicos; estabilidad laboral como principio mínimo fundamental del 
derecho del trabajo; así como la garantía a los minusválidos de obtener un trabajo 
conforme a sus condiciones, crean un soporte determinante de la protección que 
han de recibir las personas en condición de discapacidad. 
 
 
Ahora bien, siguiendo con el marco normativo de la estabilidad en estudio, en la 
Ley 361 de 1997, se establecen mecanismos de integración social de las personas 
en condición de discapacidad, y en su artículo 26, ratifica que dichas 
discapacidades no obstaculizan la vinculación laboral, ni hay lugar al despido o a 
la terminación del contrato, además, se establecen sanciones para quien 
desconozca éstos mandatos; pero dicha disposición debemos articularla con la 
Ley 1618 de 2013; pues en la primera, se reconoce el derecho a la estabilidad en 
el empleo y la integración a la sociedad de estas personas, mientras que en la 
segunda, se crean mecanismos para garantizar el pleno goce de tales derechos, 
no sólo adoptando medidas de inclusión sino también acciones afirmativas y de 
ajustes razonables, eliminando toda forma de discriminación, lo cual corresponde 
al objeto de la ley en referencia. 
 
 
Como se puede observar, esta temática cuenta con el respaldo normativo 
coherente, la Ley 361 de 1997 y la Ley 1618 de 2013 son concordantes, ya que 
incluyen acciones afirmativas en beneficio de las personas por ellas protegidas, 
pero a pesar de lo anterior, la legislación no ha sido insuficiente al momento de 
acceder a los beneficios reconocidos, ya que algunos elementos que son 
importantes para ello, no están reglados de manera clara, lo cual ha permitido la 
intervención del organismo judicial que con sus interpretaciones ha creado 
requisitos adicionales. 
 
Al revisar los motivos expuestos por el legislador para la expedición del proyecto 
que posteriormente se convirtió en Ley 1618 de 2013, se dijo: 
 
Por lo tanto, se establece la garantía del ejercicio efectivo de todos 
los derechos de las personas con discapacidad y su inclusión 
previendo que las autoridades públicas incorporen los elementos de 
la política pública sobre el tema y además asuman su gestión y 
ejecución. Además, se señalan los deberes de la sociedad y la 
familia para promover, difundir, respetar y visibilizar el ejercicio 
efectivo de todos los derechos de las personas con discapacidad, así 
como para asumir la responsabilidad compartida de evitar y eliminar 
barreras actitudinales, sociales, culturales, físicas, arquitectónicas, 
de comunicación, y de cualquier otro tipo, que impidan la efectiva 
participación de las personas con discapacidad y sus familias  
(Cámara de Representantes, 2011). 
 
Este apartado normativo, trae en sí un conjunto de aspectos que implican una  
obligación para el Estado, al determinar que las autoridades incorporen en sus 
políticas públicas, elementos que contribuyan a la realización de los derechos de 
las personas en condición de discapacidad, pero que además sean gestores y 
ejecutores de dichas políticas, resulta de ello, una obligación inexorable que 
involucra a todos los organismos estatales, quienes deben garantizar desde sus 
competencias el efectivo goce de estos derechos. Es tan relevante la protección 
este grupo poblacional, que también se generan obligaciones para la sociedad y la 
familia, buscando igualmente hacer efectivos y comunicables tales derechos.  
 
Dicha norma genera una obligación compartida, quedando comprometidos en el 
desarrollo efectivo de los derechos que se les ha reconocido a estas personas, el 
Estado, la familia y la sociedad, con lo que se busca la eliminación de las 
situaciones que los limite; esta disposición no sólo tiene como finalidad definir 
conceptos que permitan la inclusión de las personas en condición de 
discapacidad, sino también, generar responsabilidad en los actores sociales 
enunciados. 
 
ANÁLISIS DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL Y LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA-SALA DE CASACION LABORAL- , AÑOS 
2013 A 2016. 
 
A partir de este segmento se entra a generar niveles de comparación e 
interpretación en los desarrollos jurisprudenciales que ha tenido la Corte 
Constitucional y la Corte Suprema de Justicia –Sala de Casación Laboral-, en  los 
años 2013 a 2016, conforme a la afectación del derecho de la estabilidad laboral 
reforzada de las personas en condición de discapacidad, teniendo como elemento 
central las acciones afirmativas y de ajustes razonables que vincula la Ley 1618 
de 2013, para éste tipo de población ante su empleador.   
 
Para este análisis, se tomaron las sentencias más importantes de estas Cortes, 
iniciando con las sentencias de tutela de la Corte Constitucional: 
 
La Corte Constitucional, precisa el concepto persona con discapacidad, 
argumentando lo siguiente:  
 
De ahí que deba entenderse que una persona con discapacidad es 
aquella que sufre limitaciones sustanciales en la cantidad y calidad 
de actividades que debe realizar cotidianamente, o que enfrenta 
barreras en su participación social como persona debido a una 
condición de salud física o mental. Igualmente precisa: (…) De este 
modo, una limitación en la actividad puede provenir de 
discapacidades (i) leves: cuando la reducción de la capacidad del 
individuo para desempeñar sus actividades cotidianas es mínima y 
no interfiere en su productividad; (ii) moderadas: cuando limita 
parcialmente sus actividades cotidianas y su productividad; o (iii) 
graves: cuando la reducción de la capacidad es tal que lo hace 
completamente dependiente y poco productivo. Estas 
discapacidades pueden estar o no reflejadas en un porcentaje de 
pérdida de la capacidad laboral, dependiendo si han sido o no 
calificadas por una Junta de Calificación de Invalidez. (Sentencia T-
116, 2013) [MP ALEXEI JULIO ESTRADA]. 
 
Con este concepto, la Corte clarifica la que la discapacidad, está ligada 
estrictamente con las limitaciones en la cantidad y calidad de las actividades que 
pueda realizar una persona o por las condiciones físicas o mentales de esta, y que la 
categorización del discapacitado surge de esas mismas condiciones limitantes, 
resultando que la calificación por parte de la Junta, sólo recobra importancia para 
determinar el porcentaje de la perdida de dicha capacidad. 
 
En la decisión adoptada en la T-738/13 [MP LUIS GUILLERMO GUERRERO 
PEREZ], aclara  que al comienzo el legislador hizo referencia al estado de 
invalidez y no al estado de discapacidad, por lo cual armonizando las normas 
constitucionales internas y externas, enfatiza:  “De acuerdo con lo expuesto, es 
evidente que las normas tanto nacionales como internacionales buscan proteger a 
las personas que se encuentran en estado de discapacidad, esto acontece, 
cuando un individuo no puede desarrollarse laboralmente en condiciones óptimas 
de salud, por lo que se ve la necesidad de salvaguardar sus derechos para que 
pueda permanecer en el empleo sin ningún tipo de obstáculos.” (2013).  
 
Esta precisión resulta importante, al determinarse con claridad sobre quien recae 
la titularidad de los derechos que emanan de la estabilidad laboral reforzada, 
siendo en este caso, las personas que por sus condiciones de salud no alcanzan a 
desarrollar a plenitud sus labores; sin que este llegue al grado de invalidez, es 
decir, la pérdida de la capacidad laboral superior al 50% que impide el ejercicio de 
cualquier actividad laboral. 
 
A través de la sentencia T-041/14 [MP LUIS ERNESTO VARGAS SILVA], se 
determinó: 
(…) podría afirmarse que la discapacidad es el género, mientras que 
la invalidez es la especie, y en consecuencia no siempre que existe 
discapacidad necesariamente nos encontramos frente a una persona 
invalida. La invalidez sería el producto de una discapacidad severa.”. 
[Por lo tanto,] “para la protección especial de quienes por su 
condición física están en circunstancia de debilidad manifiesta se 
extiende también a las personas respecto de las cuales esté probado 
que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el 
desempeño de sus labores en las condiciones regulares, sin 
necesidad de que exista una calificación previa que acredite su 
condición de inválido (2014). 
 
Se demuestra en esta sentencia, que la extensión del derecho a la estabilidad 
laboral reforzada recae, específicamente, sobre aquellas personas que por sus 
condiciones de salud tienen un impedimento relevante que les impide la ejecución 
de una actividad en condiciones normales, en este caso no es determinante 
calificación el trabajador. 
 
De otra parte, la Corte Constitucional reitera su jurisprudencia, en la T-394/14 [MP 
ALBERTO ROJAS RIOS], argumentando que la protección a la estabilidad laboral 
reforzada no está sujeta a un porcentaje de pérdida de la capacidad laboral, para 
lo cual se apoya en sentencias anteriores, (2006-2013) citado por Corte 
Constitucional (2014, pag. 17)) y al respecto dice:  
 
(…). En ese sentido, la protección constitucional aquí expuesta, no 
se encuentra sujeta a un porcentaje específico de pérdida de 
capacidad laboral expedida por las juntas competentes, pues “la 
procedibilidad de la acción de tutela tampoco puede supeditarse a un 
determinado porcentaje de discapacidad, pues más que analizarse la 
gravedad del estado de salud del actor, deberá comprobarse que su 
despido se efectuó con la observancia del debido proceso 
establecido para tal fin, pues los asuntos relacionados con el grado 
de afectación producto de la enfermedad y las consecuencias que de 
ello se deriven, podrán debatirse ante el inspector del trabajo (2014). 
 
La Corte Constitucional, retoma su concepto respecto a la no incidencia del 
porcentaje de la pérdida de la capacidad laboral, al considerar que no requiere de 
una calificación, ni para la titularidad del derecho, ni para la procedibilidad de la 
acción de tutela en estos casos. 
 
Además en la C-458/15 [MP GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO], se hace un 
estudio al lenguaje utilizado respecto al discapacitado, encontrando que:  
 
En efecto, las expresiones usadas por el Legislador no son 
neutrales, tienen una carga no sólo peyorativa en términos de 
lenguaje natural, sino violatoria de derechos en términos de las 
últimas tendencias del DIDH que ha asumido el enfoque social de la 
discapacidad. En ese sentido no podrían ser exequibles expresiones 
que no reconozcan a las personas en condición de discapacidad 
como sujetos plenos de derechos, quienes a pesar de tener 
características que los hacen diversos funcionalmente, deben contar 
con un entorno que les permita desenvolverse con la mayor 
autonomía posible, pues son mucho más que los rasgos que los 
hacen diversos y pueden ser parte de la sociedad si ella se adapta a 
sus singularidades y les da el valor que les corresponde como 
individuos, en concordancia con el derecho a la dignidad humana 
(art. 1º CP) (2015). 
 
En este pronunciamiento se integran diversos instrumentos de protección a las 
personas con discapacidad, para analizar el vocabulario que los define, dando 
como resultado que algunas palabras como discapacitados, limitados, etc., 
contienen una carga discriminatoria, que hace necesaria su transformación. A 
partir de esta jurisprudencia, se introduce al ordenamiento jurídico el término 
“personas en condición de discapacidad”. 
 
Con ponencia del doctor GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, en la T-765 
de 2015, la Corte Constitucional (2005) citado por Corte Constitucional 
(2015,Pag.60), reitera su jurisprudencia respecto a las acciones afirmativas que se 
derivan de la estabilidad laboral reforzada: 
 Ahora bien, según la jurisprudencia de la Corte, el compromiso que 
tiene el Estado para con las personas discapacitadas de conformidad 
con la Constitución, es doble, “por una parte, debe abstenerse de 
adoptar o ejecutar cualquier medida administrativa o legislativa que 
lesione el principio de igualdad de trato; por otra, con el fin de 
garantizar la igualdad de oportunidades, debe remover todos los 
obstáculos que en los ámbitos normativo, económico y social 
configuren efectivas desigualdades de hecho que se opongan al 
pleno disfrute de los derechos de estas personas, y en tal sentido, 
impulsar acciones positivas (2015). 
 
Se resalta la prohibición que recae sobre la administración pública en general, de 
ejecutar medidas que lesionen las condiciones de igualdad creadas por las 
normas en estudio, para que este grupo poblacional acceda a los derechos que se 
le han reconocido, por lo cual no puede existir ninguna desmejora de los mismos, 
antes por el contrario, se deben adoptar mandatos progresivos. 
 
Como encargada de la protección de los derechos fundamentales, la Corte 
Constitucional, en la Sentencia T-040/16 [MP ALEJANDRO LINARES CANTILLO], 
destaca las bases que le han permitido estructurar, una amplia protección de la 
estabilidad laboral reforzada, en los siguientes términos:  
 
La Constitución Política de Colombia contiene diferentes 
disposiciones que protegen el derecho al trabajo. Así, el artículo 2º 
establece su condición de principio fundante de la organización 
social, el artículo 25 lo cataloga como derecho fundamental y el 
artículo 53 determina los principios mínimos que deben observarse 
en el marco de las relaciones laborales, uno de ellos la estabilidad en 
el empleo. Concretamente, el derecho a la estabilidad reforzada para 
personas en situación de debilidad manifiesta por razones de salud 
ha sido construido con apoyo a los mandatos constitucionales 
contenidos en los artículos 1º, 13, 47, 54 y 95 (2016). 
 
Esta precisión de la Corte informa sobre las fuentes que le han permitido elaborar 
su precedente en cuanto a la protección de las personas en situación de debilidad 
manifiesta por razones de salud, pues en principio, la estabilidad laboral reforzada 
se limitó a aquellas personas en condiciones de discapacidad, ha sido este órgano 
colegiado, acudiendo a la Constitución Nacional, el que se ha encargado de hacer 
extensivo este derecho a otros actores. 
 
Se encuentra que en la  jurisprudencia de la Corte Constitucional,  se han 
generado decisiones que inciden en la integración social de las personas en 
condición de discapacidad,  lo cual tiene un origen netamente constitucional y que  
le ha permitido ampliar el marco de aplicación de este derecho, haciéndolo 
extensivo a quienes se encuentran en condiciones de debilidad manifiesta por 
salud, lo cual igualmente se ve reflejado, cuando modera el lenguaje con el que se 
calificaba a las personas discapacitadas, cambiando esa terminología. Pero 
también  debe resaltarse, que la postura asumida por la Corte Constitucional, 
respecto a la interpretación y aplicación de la estabilidad laboral reforzada por 
debilidad manifiesta, en la práctica genera dificultades por la falta de delimitación 
del concepto, pues aun cuando ese organismo ha hecho referencia a 
enfermedades graves, tal como lo precisó en la sentencia T-417 de 2010, no 
siempre su aplicación corresponde a esta interpretación, ya que también ha 
admitido que se aplica esta protección a quienes por sus limitaciones no puedan 
realizar actividades laborales regularmente, dejando de lado la gravedad de la 
enfermedad, siendo en ocasiones, muy proteccionista y exageradamente 
garantista en la concesión del derecho, tal es el caso que dio origen a la sentencia 
T-041 de 2014, en la  que se acumulan varias expedientes entre estos el  T-
4032850, en el que se protege al trabajador a pesar de  habérsele diagnosticado 
una enfermedad leve. 
 
De otro lado, los análisis que se profirieron en las sentencias de la Sala de 
Casación laboral de la Corte Suprema Justicia, desarrollan los siguientes 
resultados: 
 
Radicado No. 41380 de 2013, en este pronunciamiento la sala, equipara la 
protección a las personas con discapacidad con las demás constitucionalmente 
protegidas, como las mujeres en estado de embarazo, tal como lo ha establecido 
la Corte Constitucional, precisa igualmente que la Ley 361 de 1997, genera 
obligaciones respecto a este grupo poblacional, las cuales están a cargo del 
Estado que debe adelantar políticas públicas, y de los empleadores que deben 
formarlos y rehabilitarlos; que esta disposición busca la integración, no sólo de 
quienes por estar en estas condiciones especiales no hacen parte del mercado 
laboral,  sino también de aquellas personas que la discapacidad se les presente 
estando activos laboralmente, sin importar el origen de la misma. Reafirma que 
para acceder a la protección indicada en el Art.26 de la regulación citada, es 
necesario que exista discapacidad superior a la severa, que esta sea comprobada 
y que el empleador conozca de la misma. (2013). 
 
Radicado No. 56315 de 2015, manifiesta que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, 
solo es aplicable a las personas con limitación severa y profunda, excluyendo 
otras limitaciones y a quienes se encuentren en incapacidad temporal por salud. 
Argumenta igualmente, que estos derechos constituyen una garantía excepcional 
y el operador judicial, no puede ampliarlos a eventos no contemplados en la norma 
(2015).  
 
Radicado No. 42451 de 2016, reitera esta corporación que el simple 
quebrantamiento de la salud o la incapacidad médica del trabajador no es prueba 
idónea para merecer la especial protección contenida en el artículo 26 de la Ley 
361 de 1997, ya que debe estar demostrada una limitación física, psíquica o 
sensorial con carácter de moderada, es decir, que se encuentre dentro de un 
porcentaje de perdida de la capacidad laboral, igual o superior al 15%. En cuanto 
a la prueba de la discapacidad, considera que el carné y el dictamen de la Junta 
de Calificación de Invalidez, son medios de prueba no solemnes, que en 
ocasiones se puede acudir únicamente al dictamen de la Junta de Calificación de 
Invalidez, pero en otros eventos se tiene libertad probatoria (2016). 
 
Radicado 42306 de 2016, en esta decisión considera la Corte que la discapacidad 
es un límite a la libertad que tiene el empleador para despedir unilateralmente, 
previo el pago de una indemnización, clarificando que el despido de una persona 
de protección especial, debe estar respaldado por una causal objetiva, calificada 
por la autoridad administrativa, y que en aquellos casos en que la discapacidad 
resulte incompatible con el cargo, esta situación debe ser demostrada ante la 
autoridad del trabajo, previo al despido. (2016). 
 
En la Corte Suprema de Justicia-Sala de casación laboral- además de existir poca 
jurisprudencia en el periodo delimitado, se une a esto, el abuso del arcaísmo 
lingüístico y la excesiva retorica que generan un difícil entendimiento de sus 
sentencias; además, se denota que la misma Sala, no sigue los lineamientos 
básicos que ella establece en sus decisiones, ya que se ha encontrado una serie 
de discrepancias en sus pronunciamientos sobre el tema, específicamente en lo 
que tiene que ver con el grado de las limitaciones y la libertad probatoria para 
acreditar la discapacidad. 
 
En lo referente a las limitaciones, no es claro este organismo en sus 
pronunciamientos, ya que en unas sentencias la demarca entre la severa y 
profunda, en otras, entre la moderada y la profunda, a modo de ejemplo se trae los 
radicados 65315 de 2015 y 42451 de 2016, en los cuales se fundamenta en 
antecedentes de la Sala y todos convergen en el radicado 32532 de 2008, 
sentencia en donde si  bien es cierto, se habla de limitación severa y profunda, se 
termina concluyendo que también se tiene en cuenta la moderada, es decir, 
superior al 15%. En cuanto a la forma como se debe probar la discapacidad, se 
observa igualmente, que en los radicados 39207/12 y 42451/16, deja entrever la 
posibilidad de agotar otros medios de prueba, sin especificar en cuales eventos, 
pero en la práctica, esa libertad probatoria se limitada al dictamen pericial, no es 
claro que en su reiterada jurisprudencia se permita un medio probatorio diferente a 
este. 
 
En lo atinente a la calificación, la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación 
Laboral- sigue exigiendo una calificación porcentual para determinar la 
discapacidad, con base en el Art. 7º del Decreto 2463 de 2001, tal como lo 
determinó en la sentencia 32532 de 2008, la cual se sigue tomando como 
referencia hasta la actualidad, sin tener en cuenta que dicha disposición fue 
derogada por el Decreto 1352 de 2013, en el cual no se hizo referencia a tal 
calificación. 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia-
Sala de Casación Laboral-, cumplen una función integradora y unificadora del 
derecho, conforme a las atribuciones dadas por la norma superior,  
específicamente en sus artículos 235 y 241, por consiguiente, sus decisiones 
están encaminadas a buscar la uniformidad del ordenamiento jurídico; pero esta 
función no es clara respecto al derecho a la estabilidad laboral reforzada de las 
personas en condición de discapacidad, dados los planteamientos que cada 
órgano ha realizado, creando exigencias disimiles en cuanto a la accesibilidad a 
dicho derecho, lo cual  genera situaciones de desigualdad en este grupo de 
protección especial.  
 
Interpretativamente entre los resultados que postulan las dos corporaciones, en 
relación al derecho a la estabilidad reforzada de las personas en condición de 
discapacidad, teniendo como referente central las acciones afirmativas y de 
ajustes razonables que propulsa la Ley 1618 de 2013, se tienen hallazgos en 
relación a que la Corte Constitucional, cuando crea la extensión del derecho a la 
estabilidad laboral reforzada, cuando elimina algunas el uso de palabras que 
califican al discapacitado, genera estas acciones afirmativas, pero estas 
decisiones no son una inferencia directa de la citada Ley, sino de su función como 
garante de los derechos fundamentales, para lo cual se fundamenta directamente 
en la Constitución Nacional. En cuanto a la Corte Suprema de Justicia-Sala de 
Casación Laboral-, los hallazgos no reflejan, un cambio que permita inferir la 
existencia de tales acciones.  
 
Las regulaciones contenidas en la Ley 1618 de 2013, no han causado el impacto 
esperando al momento de su creación, ya que las Cortes no la hacen aplicable a 
su jurisprudencia, lo cual genera deficiencia en el acceso a este derecho, teniendo 
en cuenta que con ella se busca la unión, protección e incorporación de las 
personas con discapacidad, y que además, sirve como blindaje para la debida 
aplicación de la ley 361 de 1997, lo cual no se asimila en la interpretación que 
hacen las dos corporaciones en estudio, afectándose jurídica y económica a la 
población protegida por las citadas normas. 
 
En lo jurídico esta afectación se presenta, cuando cada organismo crea sus 
propios elementos para el acceso al derecho a la estabilidad laboral reforzada por 
discapacidad, los cuales no se hayan unificados; resultando que quienes acudan a 
la Corte Constitucional, encuentran mayores garantías para acceder a los 
derechos consagrados para estas personas especiales, pero debe tenerse en 
cuenta, que este organismo sólo es competente cuando se invoca la protección en 
sede de tutela, resultando procedente cuando existe “acción u omisión que 
conlleve a  la vulneración de un derecho fundamental o que se invoque como 
mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable” (Legis, 2014), 
competencia que resulta excepcional; mientras que la jurisdicción ordinaria, en 
cabeza del Juez Laboral, quien a su vez, está representado en su más alto nivel 
por la Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral, es el Juez natural 
para resolver este conflicto jurídico, pero como se ha venido exponiendo, se vale  
de mayores exigencias, por tanto, la falta de unidad de criterios, pone en grave 
riesgo la efectividad de los derechos contenidos en la Ley 361 de 1997 y 1618 de 
2013. 
 
De otra parte, se genera un gran impacto económico, debido a que las entidades 
contratantes se ven avocadas a reintegrar al trabajador y a pagar 
indemnizaciones, a veces, sin que la condición de este, sea lo suficientemente 
gravosa, generando incertidumbre a la hora de contratar, además, ante la extrema 
protección de la Corte Constitucional, los generadores de empleo, se abstienen de 
vincular personas que por sus condiciones físicas o de salud, requieran un trato 
diferente en las condiciones de trabajo, viéndose afectado patrimonialmente este 
grupo poblacional. 
 
CONCLUSIONES: 
 
 En las disposiciones estudiadas, Ley 361 de 1997 y Ley 1618 de 2013, se 
crea una protección especial a favor de las personas en condición de 
discapacidad, sin ninguna otra exigencia que el reconocimiento de la 
patología, generando en el estado, la familia y la sociedad, obligaciones 
que favorezcan a estas personas. Pero también se encuentra que la 
regulación contenida en dicha normatividad, debe ajustarse al fin que ellas 
mismas persiguen, que no es otro, que la protección integral de todo aquel 
que se encuentre en esta condición, debido a ello, debe ocuparse el 
legislador de la fijación precisa de cada uno de los elementos que 
condicionan el acceso al derecho; aspectos relacionados con el grado de 
discapacidad, la demostración de la misma, los alcances de la protección, 
requieren de una regulación urgente para evitar que se consoliden 
situaciones desiguales como se observa en las sentencias objeto de 
análisis.  
 
 La continua disparidad entre los conceptos de las Cortes, han generado 
una inseguridad jurídica, ya que no se comparten los mismos componentes 
de operabilidad normativa en torno al derecho a la estabilidad laboral 
reforzada que amplía la Ley 1618 de 2013, por lo cual debe llegarse a una 
unificación, siguiendo las líneas trazadas por la Corte Constitucional como 
protectora de los derechos fundamentales, siendo la estabilidad laboral 
reforzada uno de ellos, tal como lo han reconocidos ambos organismos; 
pero centrándose en afecciones a la salud que realmente revistan de 
gravedad como lo estableció la Corte Constitucional en la sentencia T-
417/10 [MP Dra. María Victoria Calle Correa]; lo cual se complementaría 
con la exigencia probatoria planteadas por la Corte Suprema de Justicia- 
Sala de Casación Laboral-, dejando en manos de los médicos su 
determinación, ya sea a través de la historia clínica o de un dictamen 
pericial, pero sin dejar en cabeza de los Jueces dicha responsabilidad, 
como lo ha planteado la Corte Constitucional, ya que sus conocimientos 
son en derecho, no médicos. Comparten ambas Cortes, lo relacionado con 
la obligatoriedad del reintegro, cuando no se cuenta con la autorización 
para despedir y el pago de la indemnización, tal como lo prevé la Ley 361 
de 1997. 
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